En la ciudad de Mar del Plata, a los 28 días del mes de abril del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Extraordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1307-BB1 “PISANI MARIA SOLEDAD c. MUNICIPALIDAD DE BAHIA BLANCA s. PRETENSION RESTABLECIMIENTO O RECONOC. DE DERECHOS”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El entonces titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial Bahía Blanca dictó sentencia rechazando la demanda promovida por María Soledad Pisani contra la Municipalidad de Bahía Blanca, mediante la cual perseguía el restablecimiento en su puesto de trabajo como Secretaria del Juzgado Municipal de Faltas N° 1 y el reconocimiento del derecho a la estabilidad. Impuso las costas en el orden causado (art. 51 inc. 1º del C.P.C.A.) y reguló los honorarios de la letrada patrocinante de la accionante [v. fs. 211/215].

II. Contra dicho pronunciamiento se alzó la parte actora mediante recurso de apelación interpuesto y fundado a fs. 217/218, el que fue replicado por la demandada a fs. 227/230.

III. Recibidas las actuaciones en esta Alzada, declarada la admisibilidad formal del recurso de apelación deducido [cfr. res. de fs. 240] y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia –providencia que se encuentra firme-, corresponde votar la siguiente:

CUESTIÓN

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto?

A la cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:

I.1. En lo que aquí interesa, el a quo dictó sentencia rechazando la demanda promovida por María Soledad Pisani contra la Municipalidad de Bahía Blanca, mediante la cual perseguía el restablecimiento en su puesto de trabajo como Secretaria del Juzgado Municipal de Faltas N° 1, reconociéndole el derecho a la estabilidad.

A la hora de decidir, centró la cuestión en determinar si durante su desempeño laboral en el ámbito municipal y como consecuencia de la renovación sucesiva de designaciones como personal temporario, la actora adquirió el carácter de personal permanente y así la estabilidad en su empleo, o si –por el contrario- su vinculación con el municipio accionado feneció con la expiración de la última designación como tal, es decir, el 30 de junio de 2006, conforme se desprende de la Resolución N° 3/636 del año 2006.

Para dar respuesta al mentado interrogante trajo a colación lo resuelto anteriormente en la causa “Baglioni, Fernando Héctor y otros c. Municipalidad de Bahía Blanca s. Amparo” (Expte. Nº 4.778, sent. de 17-08-2006), de trámite por ante ese mismo Juzgado, en la que –haciéndose eco de precedentes de los máximos Tribunales de la Nación y de la Provincia- sostuvo, en términos generales, que el acto de designación del agente es el que fija su status jurídico y que el mero transcurso del tiempo de permanencia del agente en calidad de contratado (especie de temporario) no puede trastocar por sí la situación de revista de quien ha ingresado como agente transitorio y no ha sido transferido a otra categoría por acto expreso de la Administración. En refuerzo de tal argumentar, recordó haber sostenido que el eventual carácter permanente de las tareas asignadas a quien fue designado como agente transitorio, no importa borrar el título que dio origen a su nombramiento, el que, por estar sujeto a plazo, fenece cuando aquél expira. Y, en ese lineamiento, señaló que el personal de planta temporaria –agentes mensualizados, jornalizados, reemplazantes y contratados- se halla incorporado a un régimen de excepción, no poseyendo más estabilidad en el empleo que la que surge del acto de designación. Recordó –además- haberse pronunciado en similar sentido en la causa “Carrasco, Marcela Eliana c. Municipalidad de Bahía Blanca s. Pretensión Anulatoria” (Expte. Nº 1.361, sent. de 30-03-2007).

Así, estimó de plena aplicación al sub lite los conceptos vertidos, en la medida que:

(i) La posibilidad de contratar personal temporario por parte de los municipios surge del art. 12 inc. 2º subinciso a) de la ley 11.757, norma que debe vincularse con el art. 92 y ccs. del mismo cuerpo normativo.

(ii) El derecho a la estabilidad consagrado en el art. 7 de la ley 11.757 no resulta apto para mutar la relación de empleo público de transitoria a permanente, toda vez que siempre será el acto de designación el que fije la situación jurídica del agente.

(iii) La demandante aceptó –sin observaciones y durante todo el período trabajado- la notable característica que impregna la vinculación laboral y que se reitera en las sucesivas prórrogas, cual es su temporalidad, demostrando su sometimiento a tales condiciones de su contratación.

Descartó, de tal modo, el argumento de la actora a través del cual sostuvo que las prórrogas dispuestas por la Administración eran “automáticas”, afirmando que la accionante no puede desconocer –menos por su condición de abogada- que los actos administrativos de sus numerosas designaciones en planta temporaria, tal como se encuentran redactados, distan y mucho de asemejarse a renovaciones automáticas, máxime cuando dicha automaticidad no se encuentra legalmente prevista. Por el contrario –ponderó- debía ser de su cabal conocimiento que la contratación era por un plazo fijo y determinado, en tanto así surge de los términos expresos de cada acto, los que -por lo demás- le fueron oportunamente notificados de modo personal (cfr. fs. 4, 11, 18 y 19 del expte. admt. Nº 310-2.186/2004).

Agregó que ello colocaba a la accionante en franca contradicción con sus propios actos anteriores en razón de haberse sometido sin reserva a un determinado régimen jurídico.

(iv) Por lo expuesto, entendió que tampoco resultaban afectados los derechos constitucionales invocados por la actora, en la medida que no surge de lo actuado que aquélla no hubiera estado –desde un comienzo- en conocimiento cabal de sus derechos y obligaciones como personal temporario, o que se le hubieran conculcado garantías laborales nacidas a la luz del empleo temporario asignado.

(v) Finalizando su análisis, restó valor a la prueba testimonial producida en autos por carecer de la suficiente entidad como para desvirtuar los hechos sucedidos, probados y admitidos.

Meritó –además- la presentación de la actora como postulante en el concurso público llamado desde el municipio para la cobertura de dos cargos similares a los ejercidos por ella en el Tribunal de Faltas local (de auxiliar letrado en planta temporaria), en la medida que –según razonó- su incorporación a dicho procedimiento de selección no solamente quitó fuerza convictiva a su postura, sino que vino a convalidar –sin quererlo- la actuación de la demandada.

2. Al recurrir el pronunciamiento dictado, la apelante disiente con el interrogante inicial sobre cuya base el a quo desarrolló su análisis, por cuanto –según afirma- su pretensión jamás estuvo centrada en el transcurso del tiempo como elemento para la adquisición de la estabilidad en el empleo. En realidad –sostiene-, el planteo que se formuló se focalizó principalmente en desentrañar si el carácter permanente y estable de la función desempeñada dentro de la Municipalidad -y del Juzgado de Faltas en particular- no escondía una relación de empleo permanente, por cuanto el tipo de tarea desempeñada -como secretaria letrada del Juzgado- le daba a dicha relación tal carácter y no el mero transcurso del tiempo.

Es decir –aduce- no es aquí el tiempo sino el tipo de función desarrollada en forma continua y permanente lo que –a su criterio- legitima la estabilidad en el empleo.

Ello toda vez que –a su entender- conforme se desprende del art. 92 de la ley 11.757 el personal “contratado”, extra y temporario, es llamado a cubrir necesidades especiales, puntuales y transitorias de la Administración y por ser su situación “no permanente” carece de estabilidad. Agrega que la incorporación de personal no permanente está legitimada en aquellos casos en que es preciso cubrir puestos de labor con carácter temporario o eventual, y no para desarrollar actividades que podrían ser realizadas por el personal de planta permanente pues, de lo contrario, esta relación caracterizada por la transitoriedad y la precariedad, se convierte en un medio útil para eludir simuladamente la ley y el derecho a la estabilidad de la que goza el empleado público.

Como corolario de lo expuesto, concluye que es esta cuestión –tipo de función realizada- y no otra la propuesta como pilar argumental del derecho reclamado, sin que el a quo se haya expedido sobre ello, quitando entidad al art. 92 de la ley 11.757 y manteniéndose aún sin resolver la cuestión planteada en su demanda.

3. En su réplica a la expresión de agravios, la accionada sostiene que lo que determina para los empleados municipales la estabilidad –o no- del agente es el carácter con que haya sido designado en la correspondiente resolución y no el cargo que ocupa. Afirma que no se encuentra jurídicamente contemplada una relación como la que la actora pretende.

Señala que la demandante desde un principio conoció que no tenía estabilidad, tanto así que cuando se llamó a concurso para cubrir el cargo ella fue una de las aspirantes.

Puntualiza que conforme surge del legajo personal de la agente adjuntado como prueba, la actora se desempeñó dentro del Municipio como personal temporario, dependiente del Tribunal de Faltas, cumpliendo tareas de Auxiliar Letrado y, tras sucesivas renovaciones de la designación –siempre en el carácter de temporaria y por un plazo concretamente establecido en cada una de las resoluciones-, la última (Resolución Nº 3/052 del 17-01-2006) estableció que la prórrroga lo era desde el 1-01-2006 y hasta el 30-06-2006, habiéndose notificado de ello con fecha 8-03-2006. Es decir que, vencido el plazo, no había resolución de baja alguna que dictar ni notificar.

Advierte que mediante la acción intentada, la demandante está cuestionando la decisión del Municipio de no renovar su condición de agente temporaria, sin invocar –concretamente- la violación de norma legal alguna, y ello es así –agrega- por cuanto no hubo ninguna violación normativa.

Refiere que la actora nunca fue designada erróneamente como temporaria cuando en realidad era de planta permanente, sino que nunca tuvo aquélla este último carácter.

Descarta la existencia de vicio en los actos de designación, en los que –prolijamente- se indicó siempre su condición de temporaria, tal como lo establecen los arts. 92, 97 y ccs. de la ley 11.757 y, por ende, no resultan aplicables los arts. 3, 4, 7, 15 y ccs. referidos a la planta permanente. Adiciona a lo expuesto que la actora, sin haber tenido nunca estabilidad, no puede pretenderla por determinación o imposición judicial.

Afirma que no existió ilegalidad o arbitrariedad en el obrar administrativo y apunta que la designación como temporaria de la accionante vencía el 30-06—2006, y que así fue respetado por el Municipio. Remarca que no medió respecto de la actora ningún acto de cesantía –por cuya ilegitimidad reclama-, sino que sólo se ha resuelto no prolongar su nombramiento como personal temporario, con entero respeto a su plazo de designación.

Refuerza su argumentar con transcripción de doctrina emanada del Superior Tribunal Provincial que considera acorde a su postura.

II. Estimo que el recurso no puede prosperar.

1. Conforme se extrae del escrito impugnatorio, la recurrente afirma –en prieta síntesis- que el argumento medular esgrimido en defensa de su derecho, cual fue que las características permanentes y estables de las funciones realizadas durante su desempeño como Auxiliar Letrada del Juzgado Municipal de Faltas Nº 1 –pero cumpliendo tareas de Secretaria- entrañaban una relación de empleo permanente, no fue tenido en cuenta por el juez de la instancia al momento de rechazar su pretensión de reincorporación al puesto de trabajo como Secretaria de dicha dependencia comunal y de reconocimiento del derecho a la estabilidad.

2. Empero, rememorando los fundamentos en los cuales el a quo apoyó su decisión advierto -de un lado- que contrariamente a lo sostenido por la demandante se dio debida respuesta al planteo actoral, y adelanto –del otro- que comparto plenamente las conclusiones a las que se arribara en el pronunciamiento dictado.

Es que, apoyándose en anteriores decisiones de su propio Juzgado respaldadas en doctrina de los Superiores Tribunales de la Nación y de la Provincia, el sentenciante brindó diversos argumentos fundantes de la sinrazón de la pretensión de la accionante que, en resumen, se centraron en que: (i) la condición de personal temporario … surge de [los] respectivos actos administrativos de designación y sus sucesivas prórrogas, actos respecto de los cuales los interesados no denunciaron u observaron oportunamente como contrarios a la ley; (ii) el mero transcurso del tiempo de permanencia del agente en calidad de contratado (especie de temporario) no puede trastocar por sí la situación de revista de quien ha ingresado como agente transitorio y no ha sido transferido a otra categoría por acto expreso de la Administración; (iii) el eventual carácter permanente de las tareas asignadas a quien fue designado como agente transitorio, no importa borrar el título que dio origen a su nombramiento, el que por estar sujeto a plazo, fenece cuando aquel expira (resaltado agregado); iv) la presentación de la actora como postulante en el concurso público llamado por el Municipio para la cobertura de dos cargos similares al que desempeñaba en el Tribunal de Faltas, legitimó la postura de la accionada.

Así, mal puede negar la demandante la claridad y completividad de los fundamentos blandidos para dar respuesta a su planteo, los que -vale resaltar- no merecieron una adecuada réplica en la pieza recursiva que permitieran demostrar la sinrazón de lo decidido (argto. arts. 56 inc. 3º del C.P.C.A. y 260 del C.P.C.C.; doct. esta Cámara, causas G-912-MP2 “Rodríguez”, sent. de 14-IV-2009; A-1452-MP0 “Waitzman”, sent. del 11-VIII-2009; A-985-MP0 “César”, sent. del 3-IX-2009; G-616-BB1 “Giner”, sent. de 14-X-2009).

3. Por lo demás, y como ya adelantara, el a quo ha resuelto conforme a derecho al sostener –refutando las razones de la actora- que el eventual carácter permanente de las tareas asignadas a quien fue designado como agente de la planta transitoria no importa borrar el título que dio origen a su nombramiento.

Es que, conforme surge del expediente administrativo Nº 310-00002186/2004-00-000 –cuya copia certificada tengo a la vista- la recurrente se encontraba vinculada por una relación de empleo público con la Municipalidad de Bahía Blanca desempeñándose como personal temporario -para cumplir funciones de Auxiliar Letrado del Juzgado de Faltas Nº 1-, en tanto bajo tal encuadre fue designada mediante Resolución N° 3/323 de fecha 23-03-2004, por el período comprendido entre su notificación y el 30-06-2004 [v. fs. 3]; designación que fue sucesivamente prorrogada, primero mediante Resolución N° 3/719 de fecha 6-07-2004, desde el 1°-07-2004 al 31-12-2004 [v. fs. 7]; luego por Resolución N° 3/057 de fecha 10-01-2005, desde el 1°-01-2005 al 30-06-2005 [v. fs. 10]; posteriormente por Resolución N° 3/1041 de fecha 29-07-2005, desde el 1°-07-2005 al 31-12-2005 [v. fs. 13] y, finalmente, por Resolución N° 3/052 de fecha 17-01-2006, desde el 1°-01-2006 y hasta el 30-06-2006 [fs. 17].

Así, revistando como personal de planta temporaria y teniendo en cuenta que conforme el último acto administrativo que prorrogó su designación cesaba en la función asignada el día 30-06-2006, estimo que no le asiste el derecho a la estabilidad pretendida, por cuanto se hallaba incorporada a un régimen de excepción que no reconoce –en principio- más estabilidad que la que surge del propio acto de designación (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 54.512 “Pertusi”, sent. de 11-IV-1995; B. 54.222 “Paez”, sent. de 11-III-1997; B. 51.756 “García Domínguez”, sent. de 13-V-1997; B. 56.748 “Guevara”, sent. de 14-IV-1998; B. 57.700 “Montes de Oca”, sent. de 10-IX-2003; B. 57.741 “Iori”, sent. de 18-II-2004; esta Cámara, causa A-703-BB0 “Magallanes”, sent. de 25-VII-2008), ni posee prima facie mayores derechos que los previstos, en modo expreso o razonablemente implícito, en el mentado régimen jurídico que ha disciplinado su incorporación y desempeño en la relación de empleo (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 61.553 “Díaz”, sent. de 10-VIII-2005; B. 57.107 “Taglia”, sent. de 2-V-2007; esta Alzada, causa A-959-BB0 “Loncon”, sent. de 7-X-2008).

No desconozco que a partir del reciente fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación recaído en la causa R.354.XLIV “Ramos, José Luis c. Estado Nacional (Ministerio de Defensa – A.R.A.) s. indemnización por despido” [sent. de 06-04-2010], el máximo Tribunal –por opinión mayoritaria- para temática similar a la presente, ponderó condimentos de la relación de empleo allí examinada concluyendo que las tareas desarrolladas por el agente carecían de la transitoriedad que supone el régimen de empleo temporario (cfr. considerando 4° “in fine”). Empero, tales particulares circunstancias actuaron solamente como coadyuvantes para trocar –a los efectos indemnizatorios- en el vínculo en “permanente”, desde que lo que pesó -a tal fin- fue el hecho de haberse renovado la contratación por más veintiún (21) años, por fuera de la previsión legal aplicable en ese caso, que imponía como tope máximo para el mantenimiento de una contratación temporaria el plazo de cinco (5) años [cfr. considerando 5°]. Sobre tal plataforma, la Corte Federal concluyó que “la demandada utilizó figuras jurídicas autorizadas legalmente para casos excepcionales, con una evidente desviación de poder que tuvo como objetivo encubrir una designación permanente bajo la apariencia de un contrato por tiempo determinado”.

En la especie, no se presentan -ni por asomo- los presupuestos tenidos en mira por el Máximo Tribunal federal en el precedente señalado.

En primer lugar, la contratación temporaria se extendió -en el sub lite- por poco más de dos (2) años. Además, la ley 11.757 no establece una limitación temporal como la contenida en el ordenamiento de empleo público examinado por la Corte nacional para la contratación temporaria, ni se ha alegado -menos aún probado- una desviación de poder por parte del Municipio que permita construir una solución que se apuntale en la inapropiada y dolosa utilización por la demanda de una figura autorizada legalmente, con el exclusivo fin de ocultar una relación de planta permanente mediante la designación sucesiva de la actora en tareas temporarias. Para más, en el presente caso, la actora persigue el restablecimiento en el puesto de Secretaria del Juzgado Municipal de Faltas (cfr. fs. 76, escrito liminar), objeto que la mayoría de la Corte Suprema descarta como pretensión proponible [cfr. considerando 8°, segundo párrafo del precedente “Ramos”] y no una pretensión indemnizatoria por “despido arbitraria” fundada en la legítima expectativa de permanencia laboral que le pudo generar el actuar estatal [cfr. considerando 6°, segundo párrafo del mentado precedente].

Con todo, la condición jurídica de agente de planta temporaria y las demás cuestiones abordadas en este voto, han impedido a la actora consolidar una relación de empleo estable y aspirar a ejercer un derecho a ella por transformación de la preexistente situación de revista (argto. doct. S.C.B.A., causa B. 57.741 “Iori”, citada –del voto de la mayoría-).

III. Si lo hasta aquí expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo rechazar el recurso de apelación deducido por la actora, y confirmar -en consecuencia- el pronunciamiento apelado. Las costas de esta alzada deberían imponerse en el orden causado (art. 51 inc. 1º del C.P.C.A.).

Voto a la cuestión planteada por la negativa.

El señor Juez doctor Riccitelli por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo vota la cuestión planteada por la negativa.
De conformidad a los votos precedentes, la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Desestimar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 217/218 y, consecuentemente, confirmar el pronunciamiento de grado de fs. 211/215. Costas de Alzada en el orden causado (art. 51 inc. 1º del C.P.C.A.).

2. Por los trabajos realizados ante esta alzada, estése a la regulación de honorarios que por separado se efectúa.

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
